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DICTAMEN C  N°: 

AUTOS: “CARULLA, MARIA LUCRECIA - 

BENEFICIO DE LITIGAR SIN GASTOS - 

RECURSOS DE CASACIÓN E 

INCONSTITUCIONALIDAD”, Expte. N° 5600707. 

 

Excmo. Tribunal Superior de Justicia: 

 

I. V.E. ha conferido intervención a este Ministerio 

Público Fiscal en el marco del recurso de casación incoado por el Asesor Legal del Área de 

Administración (ex Dirección General de Administración) del Poder Judicial de la Provincia de 

Córdoba, en contra del Auto Número Once del veinte de febrero de dos mil dieciocho, fs. 

277/281vta, concedido por Auto Número Ciento Once del dieciocho de mayo de dos mil 

dieciocho,  fs. 337/337vta., ambos de la Excma. Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial 

de Séptima Nominación de la ciudad de Córdoba.  

 

II. La intervención del MPF 

Comparece esta Fiscalía a emitir opinión respecto de la 

impugnación deducida por el Área de Administración del Poder Judicial, por cuanto la Cámara 

A-Quo aplicó el estatuto de defensa del consumidor, que prevé la intervención obligada de este 

Ministerio Público (art. 52 LDC), como fiscal de la ley cuando no actúe como parte, más allá que 

en el caso de autos no se terminó de acreditar si la relación debatida en los obrados principales -a 

los cuales accede el beneficio de litigar sin gastos impetrado-, entraña un vínculo consumeril. 

 

III. La casación articulada 

El Área de Administración del Poder Judicial, mediante 

su Asesor Legal, interpone recurso de casación en contra del pronunciamiento de la Alzada 
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 referido en el epígrafe, denunciando, previo aludir a los antecedentes de la causa y a cuestiones 

de procedencia formal, a la causal contenida en el inciso 4 del art. 383 del CPCC, por existir 

contradicción con la última interpretación de la ley realizada por la Sala Civil y Comercial del 

Tribunal Superior de Justicia, la cual con similares antecedentes ha resuelto en forma 

diametralmente opuesta a la Cámara que aquí se recurre. 

Acompaña como fallos antitéticos los dictados por la 

Sala Civil y Comercial del Tribunal Superior de Justicia, mediante Auto Interlocutorio Nro. 51 

del 10-04-2015 en autos: “USANDIVARAS JAVIER Y OTRO C/ CABLEVISIÓN – 

ORDINARIOS – OTROS – RECURSO DE CASACIÓN – EXPTE. Nº 2158928/36” (fs. 

282/297vta.) y Auto Interlocutorio Nro. 151 del 25-04-2017 en autos: “BAIGORRI, 

SEBASTIÁN LISANDRO – BENEFICIO DE LITIGAR SIN GASTOS – RECURSO DE 

CASACIÓN (EXPTE. Nº 2269706/36)” (fs. 298/315). 

Afirma que ambos precedentes refieren a recursos de 

casación interpuestos por su mandante en su oportunidad por la causal del inc. 3º del Art. 383 del 

C.P.C., resultando objeto de controversia la aplicabilidad de la gratuidad prevista por el art. 53 

de la Ley de Defensa del Consumidor. 

El Tribunal Superior de Justicia, prosigue, fue 

contundente al sostener que el art. 53 de la Ley de Defensa del Consumidor no es de aplicación a 

la gratuidad de la Tasa de Justicia local, puesto que, el legislador provincial no está constreñido a 

atender y observar las directivas o pautas fijadas por el legislador nacional en orden a la 

determinación del alcance y modo de cobro de la tasa de justicia, la que es recaudada en pos de 

lograr una adecuada administración y funcionamiento del Poder Judicial local. 

Señala que los precedentes indicados son contestes en 

afirmar que nuestro ordenamiento jurídico local ha diseñado y normativizado las vías que estima 

pertinentes para asegurar el goce de los derechos constitucionales, que son el Beneficio de 

Litigar Sin Gastos (arts. 101-109 del C. de P.C.) y Asistencia Jurídica Gratuita (Ley 7982). 

Sostiene que el beneficio de litigar sin gastos y todo 

aquello referente al pago de la tasa de justicia -y sus exenciones- se encuentran incluidos dentro 
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de las facultades no delegadas por las provincias, conforme lo previsto por el art. 121 de la 

Constitución Nacional y son las provincias y no la Nación, las que se encuentran facultadas para 

regular lo atinente a los medios de acceso a la justicia, ya sea legislando sobre la tasa de justicia 

y sus exenciones, ya sea a través de la delimitación del alcance del beneficio de litigar sin gastos. 

Expresa que los fallos indicados rechazan la aplicación 

del art. 53 de la LDC al tópico de la Tasa de Justicia vernácula, entendiendo que corresponde el 

pago de la gabela judicial pertinente, de donde se desprende que existe una equiparación fáctica 

entre los casos resueltos mediante los precedentes traídos en confrontación y el planteado en este 

proceso. 

Bajo el título “Resolución pretendida”, remarca que no 

se puede omitir considerar que la determinación de la alícuota de la tasa de justicia, las 

oportunidades de pago y sus exenciones en el ámbito de los procesos que se desarrollan en el 

seno del Poder Judicial de nuestra provincia, es una facultad local no delegada por las Provincias 

a la Nación (art. 121 C.N.) y por ende, atendiendo a las circunstancias del caso, solamente el 

Ordenamiento local -el Código Tributario Provincial y Ley Impositiva- quien puede reglamentar 

sobre el tributo de justicia bajo estudio. 

En idéntico sentido -expresa-, ha sostenido la Corte 

Suprema de Justicia de la Nación en el caso: “BARRETO, ALBERTO DAMIÁN Y OTRA C/ 

PROVINCIA DE BUENOS AIRES Y OTRO S/ DAÑOS Y PERJUICIOS (21-03-2006)”, que: 

“(…) las provincias conservan su soberanía absoluta en todo lo relativo a los poderes no 

delegados a la Nación (…) que de este principio fundamental se deduce, que a ellas corresponde 

exclusivamente darse leyes y ordenanzas de impuestos (…)”. 

Asimismo resalta que el artículo 5º de la Constitución 

Nacional, de conformidad con nuestra estructura federal, consagra la autonomía de las provincias 

y exige que cada una de ellas asegure su administración de justicia mediante la existencia de 

tribunales provinciales a los fines de que ejerzan su competencia en todos los casos que surjan en 

el ámbito local y lo dicho hasta aquí es incontrovertido. 
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Sostiene que es cierto, que en virtud de lo establecido 

en el art. 75 inc. 12 de la Constitución Nacional las provincias han delegado a la Nación la 

capacidad de dictar los códigos de fondo, y particularmente la normativa de defensa del 

consumidor, empero de tal afirmación no resulta legítimo deducir la voluntad de ellas de aceptar 

limitaciones a su potestad de organizar su administración de justicia o restricciones a su poder de 

imposición. 

Concluye en que una solución contraria importaría 

convalidar una injerencia ilegítima en la órbita propia de las autonomías provinciales, por lo que, 

en tal inteligencia, deviene absolutamente inaplicable dicha normativa (art. 53 de la Ley de 

Defensa del Consumidor), a la cuestión relativa a la tasa de justicia devengada en este proceso. 

Hace reserva del Caso Federal.   

 

IV. Antecedentes del caso 

La presente causa se trata de una solicitud de Beneficio 

de Litigar Sin Gastos promovida con fecha 24-04-2012 por la Sra. María Lucrecia Carulla, en los 

términos de los artículos 101 y siguientes y correlativos del C.P.C. para accionar judicialmente 

en contra de Moyano calefacciones de Martín Moyano Civeriati y la firma P.E.I.S.A. con el 

objeto de reclamar la resolución del contrato de compra-venta frente al incumplimiento y la 

insatisfacción de las reparaciones llevadas a cabo por el vendedor del sistema de calefacción en 

su domicilio, reclamando asimismo todos los daños y perjuicios afrontados, incluido el daño 

moral. 

Por Auto Nº 449 de fecha 25 de noviembre de 2016 

dictado por la Sra. Jueza de 6ª Nominación Civil y Comercial de Córdoba, se resuelve no 

conceder el beneficio de litigar sin gastos impetrado por la Sra. María Lucrecia Carulla, para los 

autos principales identificados bajo el Nro. de SAC 2304750/36, atento la orfandad probatoria 

que surge del expediente correspondiente al beneficio de litigar sin gastos, por falta de diligencia 

probatoria de la propia parte actora (fs. 184/190vta.). 
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A fs. 216vta./217 de autos, recién en el escrito de 

expresión de agravios efectuado por la parte actora con fecha 13-06-2017 (peticionante del 

Beneficio de Litigar Sin Gastos), con motivo del recurso de apelación interpuesto por ella, 

introduce por vez primera el tema del beneficio de gratuidad previsto por el ordenamiento 

consumeril, pretendiendo su aplicación al caso de autos e invocando para ello unos antecedentes 

jurisprudenciales emanados de la Excma. Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial de 6ª 

Nominación de Córdoba. 

Al correrse traslado al Ministerio Público Fiscal, la Sra. 

Fiscal de Cámaras Civiles, Comerciales y Laborales considera que en lo que ha sido materia de 

apelación no corresponde su intervención -coincidiendo en el ello con la Sra. Fiscal Civil 

interviniente en Primera Instancia- atento lo establecido en el Acuerdo Reglamentario Nro. 1260, 

Serie “A” del TSJ de fecha 18-12-2015, y en cuanto a las normas del plexo consumeril, opina 

que tampoco corresponde su pronunciamiento toda vez que no tuvo a la vista el proceso principal 

en relación al cual se ha solicitado la concesión del Beneficio de Litigar Sin Gastos, como para 

poder determinar si corresponde o no su intervención y amén de ello, si lo que la actora 

pretendiese fuera la aplicación del beneficio de gratuidad consagrado en la Ley de Defensa del 

Consumidor (art. 53), de conformidad a las constancias de marras, ésta ya ha hecho uso de una 

de las vías que el ordenamiento normativo le brinda a los fines del diferimiento del pago de los 

gastos del juicio (fs. 268/269).   

La Excma. Cámara de Apelaciones en lo Civil y 

Comercial de Séptima Nominación de la ciudad de Córdoba, hace lugar al recurso de apelación 

interpuesto por la actora, sin tener en cuenta si la prueba ofrecida y producida en Primera 

Instancia logró su finalidad para acreditar los extremos necesarios para la procedencia del 

Beneficio de Litigar Sin Gastos, sino juzgando directamente la aplicación del caso de autos en el 

supuesto previsto por el art. 53 de la Ley de Defensa del Consumidor, haciendo operativo el 

beneficio de gratuidad contemplado en el ordenamiento consumeril (fs. 277/280vta.). 
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Del fallo se agravia la Administración del Poder 

Judicial por contrariar la última interpretación de la ley hecha por el Tribunal Superior de 

Justicia de Córdoba (inciso 4 del art. 383 del CPCC), en ocasión de resolver en su momento un 

recurso de casación fundado en la causal de sentencias contradictorias (inciso 3 del art. 383 del 

CPCC), solicitando a V.E acoja el mismo y anule la sentencia que considera arbitraria.  

 

V. Opinión de esta Fiscalía General 

a.-  El remedio impugnativo deducido por la parte 

referenciada ha sido entablado en tiempo oportuno (conforme cédula de notificación obrante a fs. 

281 y cargo obrante a fs. 323vta.), por quien resulta legitimado al efecto y contra una resolución 

expresamente declarada recurrible -artículo 384 C. de P. C y C, resolución definitiva dictada por 

una Cámara Civil-. 

b.- Respecto a la causal de sentencias contradictorias, 

en torno a su autosuficiencia ha de señalarse que el art. 385 CPC, en su último párrafo prescribe: 

“... se deberá acompañar copia de la resolución de la que surge la contradicción, suscripta por el 

letrado actuante con los requisitos previstos por el art. 90, segundo párrafo, o citar con precisión 

la publicación especializada de amplia difusión en la Provincia, donde fue íntegramente 

reproducida”, carga que es cumplida con las copias glosadas, juramentadas por el letrado 

actuante. 

Así, -a fs. 282/297vta. corre agregada copia 

juramentada del Auto Interlocutorio Nro. Cincuenta y Uno, de fecha diez de abril de dos mil 

quince, dictado por el Excmo. Tribunal Superior de Justicia de Córdoba, Sala Civil y Comercial 

en autos: “USANDIVARAS JAVIER Y OTRO C/ CABLEVISIÓN – ORDINARIOS – OTROS 

– RECURSO DE APELACIÓN – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. U-02-13 – 

2158928/36)”;  

- a fs. 298/315 obra el Auto Interlocutorio Nro. 

Cincuenta y Uno, del veinticinco de abril de dos mil diecisiete, dictado por el Excmo. Tribunal 

Superior de Justicia de Córdoba, Sala Civil y Comercial en autos: “BAIGORRI, SEBASTIÁN 
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LISANDRO – BENEFICIO DE LITIGAR SIN GASTOS – RECURSO DE CASACIÓN 

(EXPTE. 2269706/36)”; 

Ahora bien, la causal del inc. 4º impone que exista un 

apartamiento de la última interpretación de la ley hecha por el TSJ, ello a los fines de mantener 

la uniformidad en la interpretación de una regla de derecho ya sentada por el Alto Cuerpo y que 

se entiende vulnerada, frente a algún distinto criterio que surja de los pronunciamientos traídos 

para fundar el recurso. 

En todos los casos se trata de la misma cuestión de 

hecho, o sea, la aplicación operativa del beneficio de gratuidad concedido por el art. 53 de la Ley 

de Defensa del Consumidor, para eximirse el consumidor de los gastos del juicio, cuando se 

ventilen cuestiones relacionadas a una relación de consumo, que ha sido tratado y resuelto en 

forma diferente por la Cámara A-Quo en contra de la regla de derecho ya sentada por el TSJ, 

aspecto que luce satisfecho en el particular. 

c. El recurso de casación por la causal invocada, 

importa el medio eficaz para mantener la uniformidad ya determinada por el TSJ de las reglas de 

derecho que corresponden, en presencia de una interpretación que se aparta de la última doctrina 

legal emanada del Alto Cuerpo provincial.  

La cuestión atinente a la identidad fáctica, como se 

desprende de lo sindicado en párrafo anterior, deviene idónea a los fines de solicitar la 

intervención de V.E.  

Como tiene dicho largamente prestigiosa doctrina local: 

“Aun cuando la doctrina que emana de los fallos del Tribunal Superior de Justicia no es 

legalmente vinculante (lo que provocaría un anquilosamiento de la interpretación del Derecho), 

como tampoco lo es la que deriva de fallos de la CSJN, lo cierto es que existe consenso 

doctrinario y jurisprudencial en la necesidad de seguir tal doctrina, fundado en diversas 

razones: ya en función de la autoridad intelectual de sus miembros, ya en la ubicación 

institucional de esos tribunales, ya, y aunque más no sea, fundado en razones de economía 
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procesal…” (Raúl E. Fernández, “Impugnaciones ordinarias y extraordinarias en el CPCC de 

Córdoba”, primera reimpresión, Alveroni Ediciones, Córdoba, junio de 2006, Córdoba, página 

433). 

d. Sentado lo que antecede, este Ministerio Público, en 

consonancia con lo actuado en oportunidades anteriores y fundamentalmente por razones de 

celeridad y economía procesal, tendientes a evitar un desgaste jurisdiccional inútil, atento la clara 

e inveterada doctrina judicial que emana del precedente de V.E. en autos “BCRA c/ Appugliese”, 

entiende que corresponde hacer lugar al recurso de casación, debiendo ser revocada la resolución 

emanada de la Excma. Cámara de Apelaciones de Séptima Nominación en los presentes obrados. 

En primer lugar, cabe recordar que tal como lo tienen 

dicho en forma conteste la Doctrina como la Jurisprudencia, razones de economía procesal 

aconsejan ceñirse a la regla de derecho que como última interpretación haya efectuado el TSJ, lo 

que significa ahorro de tiempo y gastos para los contendientes. 

Por lo demás, recuérdese que la causal de casación 

prevista en el inc. 4 del art. 383 del C. de P.C., se limita a los casos en que la interpretación de la 

ley haya sido hecha con motivo de un recurso de casación civil deducido con motivo de 

interpretación legal contradictoria, que es lo que acontece justo en el caso de autos. 

Es decir, no cualquier interpretación del Tribunal 

Superior de Justicia habilita este motivo casatoria, sino solamente aquella que deriva de un 

anterior recurso de casación fundado en el inc. 3 del mencionado art. 383 del C. de P.C.. 

En segundo lugar, y ya adentrándose en la cuestión 

litigiosa objeto del recurso de casación intentado en autos, es de aplicación directa al caso de 

autos el antecedente jurisprudencial emanado del Auto Interlocutorio Nro. 405 de fecha 10 de 

Diciembre de 2012, dictado por ese Excmo. Tribunal Superior de Justicia de Córdoba, Sala 

Civil y Comercial, para los autos: "BANCO CENTRAL DE LA REPÚBLICA 

ARGENTINA C/ APPUGLIESE MIGUELINA Y OTROS - EJECUCIÓN 

HIPOTECARIA - RECURSO DE APELACIÓN - RECURSO DIRECTO (Expte B-29-

11)". 
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En dicha resolución estableció el Alto Cuerpo 

Provincial en lo que aquí atañe que: “…el artículo 5 de la Constitución Nacional, de 

conformidad con nuestra estructura federal, consagra la autonomía de las provincias y exige que 

cada una de ellas asegure su administración de justicia mediante la existencia de tribunales 

provinciales a los fines de que ejerzan su competencia en todos los casos que surjan en el ámbito 

local”. 

“…En consecuencia, no caben dudas en orden a que la 

materia referida a la tasa de justicia, vinculada esencial e inexorablemente al servicio 

jurisdiccional provincial, constituye el ejercicio de facultades locales no delegadas por las 

Provincias a la Nación”. 

“…Es cierto que en virtud de lo establecido en el art. 75 

inc. 12 de la Constitución Nacional, las provincias han delegado a la Nación la capacidad de 

dictar los códigos de fondo; empero de tal afirmación no resulta legítimo deducir la voluntad de 

ellas de aceptar limitaciones a su potestad de organizar su servicio de administración de justicia o 

restricciones a su poder de imposición. De este modo, no cabría sostener que el legislador 

provincial se ve constreñido a atender y observar las directivas o pautas fijadas por el legislador 

nacional al determinar la administración y funcionamiento del Poder Judicial local”. 

“…Pero ello no quiere decir que en el orden judicial, 

los consumidores permanezcan sin ningún beneficio. En efecto, en cumplimiento de la manda 

constitucional local, los arts. 101 y ss. CPCC brindan la posibilidad de que los interesados 

obtengan el beneficio de litigar sin gastos, siempre que se cumplan los recaudos legales allí 

exigidos. Pero además, la ley 7982 de Asistencia Jurídica Gratuita regula en detalle la 

organización de la asistencia jurídica gratuita, como así también quienes son sus beneficiarios y 

cuáles son las condiciones de acceso a este beneficio. En estos supuestos, el art.31 de aquella 

norma declara exentos del pago de tasa de justicia a los beneficiarios En definitiva, queremos 

remarcar que el consumidor no permanece desamparado al contar con dos alternativa válidas 

para hacer frente a un reclamo derivado de una relación regida por la ley 24.240”. 
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“…Por último, entendemos que una excepción tan 

importante como la que representa el beneficio de la justicia gratuita debe encontrarse 

expresamente regulada, sobre todo respecto a su alcance concreto”. 

“…Así, siendo la tasa de justicia uno de los 

mecanismos con los que cuenta nuestra provincia para hacerse de recurso propios destinados al 

funcionamiento e inversión, tal como ha puesto de resalto el Ministerio Público Fiscal y el 

Asesor Legal del Área de Administración, aquella excepción contraviene la potestad tributaria 

provincial”. 

“…Este aspecto que no puede ser dejado al arbitrio del 

interprete sino reconocer expreso reconocimiento legislativo, sobre todo cuando este supuesto 

diferimiento puede transformarse en exención definitiva, tal como sucede con una demanda 

rechazada o la desestimación del recurso directo”. 

“…En definitiva, corresponde considerar que son las 

provincias las que tienen competencia exclusiva para legislar en la materia tributarias no 

delegadas, siendo inaplicable el beneficio previsto en el art.53 ley 24.240”. 

Es por ello que, cabe aplicar la doctrina judicial 

emanada de la causa de referencia, 

 

VI. Conclusión 

En mérito de todo lo expuesto, este Ministerio Público 

estima que deberá acogerse el recurso de casación articulado por la Administración del Poder 

Judicial y revocarse en todos sus términos la resolución emanada de la Cámara “A-Quo”.  

Fiscalía General,       de                   de 2018.   


